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fiesto, el an. 24.2 de la Constitución significa que se presume que los
ciudadanos no son autores de hechos o conductas tipificadas como
delito y que la I"""ba de la autoría y la prueba de la concurrencia de los
elementos de üpo delictivo, corresponden' a quienes. en el correspon
diente 'proceso ponal, asumen la condición de pone acusadora. sin que
pueda 1D1ponene al acusadc o procesado una especial actividad probato
ria, que dependerá siemjltO de la libre decisión que se adopte respecto
de su defensa, pues la Constitución le reconoce también al acusado el
derecho a no declarar contra si mismo. Si¡ni1ica, además. la presunción
de inocencia que en los procesos en que se enjuician acciones delictivas
debe existir una prueba de car¡o suficiente, realizada a través de medios
de prueba que merezcan un eDjuiciamicoto,favorable desde el punto de
vista de su legitimidad constitucional. Desde esta perspectiva hay que
examinar el an. 509 del Código Penal que aqui se debate.

El precepto lepl en cuestión ha sido objeto de un análisis y
comentario, tanto en la doctrina de los autores como en la jurispruden
cia 'De!l81 del Tribunal Supremo, que DO alcanza la deseada dosis de
uniformidad. Lu inteJ'Pfe18Ciones oscilan entre las tesis que lo conside·
raD como un delito de mera sospecha, las que entienden que en él se
castiga una' situación de peli¡ro abstracto y quienes piensan que se trata
de una anticipación de la represión pe~ QUe, en el caso concreto, se
uulada de la tentativa o comienzo de ejecución a actos de carácter
preparatorio. Son tambi~ muy variados los análisis que se realizan
respecto de los elementos del tipo delictivo. Inicialmente es claro que el
primero de ellos es la posesión de instnlmentos idóneos para ejecutar un
delito de robo, que es. aeneratmente el delito de robo en los casos a que
se refi~ el arto 504 Y que. aunque cl precepto menciona dc manera
siD¡ullr Iaa «glIIlZÚ8S», el ti\'" real se refiere a toda clase de instrumentos
que posean aquella condición. Es claro asimismo que forma parte del
upo una especial destinación o. destino de los instnlmentos para la
ejeCUción del robo, lo que supone, como recientemente ha dicho la
sentoncia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 27 de febrero de
1987, una clemento tendencial que pennite confiaurar la acción como
acción típicamente antijurídica o. como también ha sido dicho¡ .un
aspecto.de tendencia, de finalidad o de intención. Existe, por úlumo,
alguna notoria dioaepancia doctrinal respecto del si¡nificado de la falta
de desearlo suficiente, pues no faltan.tesis que incluyen esta falta de
desearlo dentro del tipo delictivo, mientras que existen otras que le dan
UD alcance y un sentido notoriamente diverso. No compete a este
Tribunal terciar en lo que. se puede considerar: como una polémica
doctrinal, lo que seria de todo punto impertinente, y únicamente se hace
preciso recibir de tales antecedentes doctrinales los elementos precisos
para enjuiciar y resolver~ cuestiones propuestas. En este proceso, se
ban enftenlado dos posibles variantes de la interpretación del precepto
sobre las que nuestro análisis deberá ahora versar, sin excluir la
posibilidad de otras diferentes, que no es posible enjuiciar, porque no
ban sidc objeto de debate."

a) De acuerdo con· una primera, la sola tenencia de instrumentos
idóneos pira ejecutar un delito de robo bace J.lrOSumir el especial destino
a tal ejecución, a menos que el acusado facilite mediante el correspon
diente descargo la pnaeba en contrario. Desde· este punto de vista una
antigua Sentencia de la Sala segunda del Tribunal Supremo, la de 23 de
mayo de 1908, dijo que en este precepto se castip la sola tenencia de
los instrumentos por la presunción del mal uso que se propusiera hacer
de ellos el culpable. Y más modernamente, la Sentencia de la misma
Sala del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 1983, al referirse al
llamado aspecto tendoncial, tendencia o finalidad que el precepto
contempla, dice de eUa que «Queda acreditada o probada por una

S/lÚJ Primera. Recurso de amparo núm. 1.253/1986.
SentencIa núm. 106/1988. de 8 de junio.

La. Sala Primera d~l Tri~ Constitucional.· ~ompuesta por don
FranCJS5XlTo~ y ValIente, Presidente; don FranCISCO Rubio LIorente.
don Lw. Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Sorra, don
EUSenio Diaz Eimil, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer
Magistrados, ha pronunciadc '

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.253/1986, interpuesto por don
PasouaI Masa Burgos, representado por el Procurador de los Tribunales
don Ianacio Apilar Fernández y aslStidO de Letrado, contra el Auto de
la Sali Segunda del Tribunal Supremo, de 26 de septiembre de 1986,
recaído· en recurso de casación contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de .l.ara¡oza en causa por delitos~de atentado y lesiones.
. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y fue Ponente el Magistrado

don Luis Diez·Picazo y Ponce de León quien expresa el parecer de la
. Sala.
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presunción iuris tantum, destnlida o desvirtuada si se diere descargo
suficiente sobre su adquisición o conservación».

b) Existe, en segundo lugar, una segunda posible manera de
entender el precepto, de acuerdo con la cual la ,posesión de los
instrumentos, como la idoneidad de éstos para un delito de robo con
fuerza en las cosas, y la especial destinación o destino por su poseedor
a la ejecución de delitos de tal tipo, corresponde siempre probarlas,
como cualquier otro elemento inculpatorio, a la parte acusadora, sin que
por exigencia de la Ley tenga el acusado Que realizar prueba alguna. En
esta interpretación, la idea del descargo suficiente posee un sentido
distinto. No es una actividad necesaria del acusado, SIDO una actividad
libre de este, Que alguna de las tesis mantenidas en el presente recurso
considera como una especial causa de justificación, aun cuando proba.
blemente sea más exacto calificarla de libertad del acusado para alegar
y probar una destinación diferente.

Tras lo dicho, resulta, como necesaria conclusión del análisis que se
realiza, que la primera de las interpretaciones cuestionadas, es decir, la
que antes ha sido expuesta bajo la letra a) es contraria a los dietados del
arto 24.2 de la Consutución y al derecho fundamental a la presunción de
inocencia, lo que no ocurre, en cambio, con la segunda de las
interpretaciones propuestas. La primera de ellas es, como decíamos,
contraria al arto 24.2. Contiene una presunción en contra del reo que es
la presunción de mal uso o la presunción de la tendencia o finalidad, que
se considera además como iuris tantum, produciendo una traslación o
inversión de la carga de la prueba, de suerte que la destrucción o
desvirtuación de tal presunción corresponde al acusado a través del
descargo. .

Llegados a este punto, parece oblipdo concluir que la disposición de
Ley enjuiciada no es en sí misma IDconstitucional, pero que sí lo es
alguna de las interpretaciones de que ha sido y puede ser todavía objeto.
Ello impone la conveniencia de Uegar a una Sentencia constitucional de
carácter interpretativo, que tome, sobre todo, en consideración el
principio de conservación de las disposiciones legales, en cuanto las
mismas pueden ser interpretadas y aplicadas de conformidad con la
Constitución.

FALLO

En virtud de todo lo ex.puesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE LA
NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Declarar inconstitucional el arto 509 del Código Penal en cuanto se
interprete que la posesión de instrumentos idóneos para ejecutar el
delito de robo ttresume que la finalidad y el destino que les da su
poseedor es la ejecución de tal delito.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Gloria Begué C8ntón.-Angel Late>
rre Segura.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez·Picazo y Ponce de
León.-Femando García-Mon y. González.Regueral.-Carlos de la Vega
Benayas.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piftero y Bravo
Ferrer.-JesÚs Leguina Villa.-Luis .López Guerra.-Firmados y rubri
cados.

1. ANTECEDENTES

1. Con fecha 21 de noviembre de 19.86 tuvo entrada en el Tribunal
Constitucional la demanda de amparo promovida por don Pascual Masa
Burgos, representado por el Procurador don IgnaCIO Aguilar Fernández,
dirigida contra el Auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 26
de septiembre de 1986, recaído en el recurso de casación núm. 664/1985,
interpuesto contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de zarar,oza,
de 20 de noviembre de 1984, que le condenó por delitos de atentado y
lesiones.

2. El recurso de amparo se funda en los siguientes hechos y
alegaciones:

a) Según indica en su demanda el recurrente, fue condenado por la
referida Sentencia de la Audiencia Provincial de zaragoza, de 20 de
noviembre de 1984, como autor de un delito de atentado con arma
contra la autoridad, dos delitos de lesiones y varias faltas, a ocho años
y un día de prisión mayor y diversas otras penas.

b) Contra esta Sentencia el demandante dedujo recurso de casación
al amparo del art. 849, 1 Y 2, y del art. 851, l. LE.Crim. Para el
mantenimiento de este recurso le fue designado un Abogado del tumo
de oficio con fecha 6 de diciembre de 1985, quien estimó que el recurso
era improcedente. Efectuada una segunda designación, el nuevo Abo
gado también se manifestó por la improcedencia del recurso. Canse-
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cuentemente,la Sala Se¡¡unda del Tribunal Supremo procedió a remitir
las actuaciones al Fiscal. quien. no creyendo procedente la interposición
del recuno, lo devolvió con la nota de «visto». La Sala segunda del
Tribunal Supremo dietó entonces Auto¡ declarando desestimado el
recurso con apoyo en lo establecido en el mencionado arto 876
L.E.Crim., que fue comunicado a la Audiencia Provincial de Zaragoza
el 17 de octubre de 1986.

3. La demanda de amparo- estima que la decisión del Tribunal
Supremo vulnera el art. 24 de la ConstituCIón en tanto éste le otorga un
derecho a la tutela judiciat efectiva ~ el derecho de defensa en juicio.
A¡rega,~r otra parte. el derecho del Imputado a la tutela de su libertad
reconocido en el an. 17.1 C.E. En apoyo de su punto de vista el
recurrente cita el art. 14.3, d), del Pacto Internacional sobre Derechos
Civiles y Políticos y el arto 6.3, e), del Convenio Europeo para la
ProteCCión de los Derechos Humanos~

La demanda concluye solicitando que se anule el Auto recurrido y se
«reconozca el derecho del recurrente a que se acuerde por el Tribunal el
nombramiento de un Abogado que quede obligado a' la defensa o,
subsidiariamente, el derecho de mi representado a defenderse por sí
mismo».

4. Mediante providencia de 17 de diciembre de 1986 la Sección
Segunda del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite el recurso
y solicitar a los órganos judiciales correspondientes que remitiesen copia
de las actuaciones y que efectuasen los emplazamientos que procedieran.
Por providencia de 4 de marzo de 1987 la Sección' Primera de este
Tribunal ordenó dar vista de las actuaciones recibidas a la representa
ción del solici~nte de amparo y al Ministerio Fiscal al objeto de que
formularan las alegaciones que estimasen oportunas. El actor no
presentó escrito de alegaciones.

5. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional considera que el recurso
se encamina tan sólo a reparar la posible violación del derecho de
defensa que reconoce el art. 24.2 de la Constitución, ya que la mención
que se hace al art. 17 C.E. no se fundamenta, ni podría por lo demás
entenderse que el Auto impugnado haya podido lesionar directamente
su derecho a la libertad personal.

A juicio del Fiscal el derecho a la defensa y a la asistencia de Letrado
que garantiza el art. 24.2 C.E. responde a la necesidad de defenderse de
una acusación con los debidos medios técnicos, pero no implicaría su
obligatoriedad para mantener un· recurso. Sin embargo, si un ~rso
está previsto en las leyes, el derecho al mismo se integra en el derecho
a la tutela judicial efectiva que reconoce el arto 24.1 C.E. En el caso de
autos, el demandante de amparo ha pretendido sin éxito formular
recurso de casación, por lo que procede examinar si tal frostración y, en
consecuencia, el art. 876 L.E.Cnm. que Ja provocó, son compatibles con
los preceptos constitucionales. _

Estima el Fiscal que el mentado precepto no es contrario al art. 24; 1
C.E., pero sí que debe ser aplicado en tal forma que no se vulnere el
derecho a la tutela judicial efectiva. Y cree que eUo implica 9.ue el
afectado conozca las razones por las cuales los Letrados han declInado
mantener el recuno y por qué éste se ha visto. en consecuencia
frustrado. Como el desistimiento por parte de los dos Letrados no se
produjo en forma adecuadamente motivada que le pennitiera al
recurrente conocer las razones del mismo, estima vulnerado el derecho
a una· tutela judicial efectiva. La lesión constitucional se vería restable
cida co.n que ambos Letrados hiciesen presente las razones que abonaron
su decisión, no siendo posible en cambio atender la súplica del actor,
porque ni puede el condenado asumir su propia defensa en un recurso
de casación ni puede obl~ a un Letrado a sostener un recurso que
motivadamente entiende mdefendible. Lo primero, porque lo impiden
las normas procesales y no lo requieren ni el Convenio de Roma ni el
Pacto Internacional. Lo segundo, porque la abogacia es una profesión
libre y no puede obligarse a un Letrado a mantener un recurso en tales
circunstancias.

6. La Sala Primera, por providencia de 13 de octubre de 1987,
señaló para deliberación y votación del presente recurso el día 11 de
enero pasado, quedando concluida el6 de junio.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. Constituye el supuesto de hecho del presente recurso el que la
SaLt Se&unda del Tribunal Supremo, en aplicación de 10 prevenido en
el párrafo segundo del arto 876 de la Ley Procesal Criminal, haya tenido
por desestimado un recurso de casación. Prevé el referido precepto de
la L.E.Crim. que, en caso de que ni los dos Letrados de oficio
consecutivamente designados ni el Fiscal considerasen sostenible un
recurso de casación. «se tendrá por desestimado». Asi ha sucedido en el
presente caso,. en el que tras la devolución del recurso por parte del
Fiscal con la consabida fórmula de «visto», la Sala lo declaró desesti
mado. Entiende el condenado que con ello se le ha privado del derecho
a la defensa y asistencia de Letrado que le garantiza el arto 24.2 de la
Constitución, y que se encuentra reconocido en el art 14.3, d), del Pacto
Internacional de Derecho Civiles y Pollticos de 1966 Yel arto 6.3, e), del
Convenio' para la Protección de los Derechos Humanos de 1950.

Plantea también el actor, aunque sin fundamentación alguna, la
supuesta vulneración de su derecho a la libertad personal que garantiza
el art. 17 del texto constitucional. Pero es claro que dificilmente podría
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un Auto que no es fundamento de la privación de libertad que padece
el actor vulnerar directamente el mencionado derecho fundaritental.
Ademas, seria previo en todo caso determinar si se ha producido Ja
lesión del derecho a la defensa y asistencia de Letrado, pues de ser así
habría que restituirle la posibilidad de sustanciar un recuno de casación
en el que la jurisdicción ordinaria tendria todavía ocasión de pronun·
ciarse sobre la pena de privación de libenad a que ha sido condenado
el recurrente.

2. La cuestión que ahora se plantea fue ya resuelta en la Sentencia
del Pleno de este Tribunal de 3 de marzo de 1988 (STC 37/1988, recurso
de amparo 60411985~ Se hizo en aquella ocasión un amplio resumen,
que resulta innecesario reiterar. de la doctrina que a lo largo de
numerosas Sentencias ha mantenido este Tribunal sobre la segunda
instancia en materia penal. Basta ahora recordar sucintamente, de un
lado que, si bien el arto 24.1 de la Constitución no exige una doble
instancia, los recursos lCfRlmente establecidos se inc()I'])oran al derecho
a una tutela judicial efectiva que garantiza d.art. 24.1 de la Constitución.
Y, de otro, que aunque el mandato del arto 14.5 del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos de que todo condenado tiene derecho a
que el fatlo sea sometido a un Tribunal superior no basta por sí mismo
para crear recursos no previstos por las leyes, la casación penal cumple
en nuestro sistema procesal, entre otras finalidades, la de constituir esa
segunda instancia penal.

Pues bien, se diJO en,aquella Sentencia y es forzoso reiterar ahora que
el inciso objeto de debate. en tanto que fuerza a la Sala a tener por
desestimado un recurso que no se ha substanciado por circunstancias
ajenas a la voluntad del recurrente, e incluso en contra de su voluntad
expresamente manifestada, es contrario al arto 24.1 de la Constitución y
hay que tenerlo por derogado. Contradicción que se debe a que se le
priva al condenado de un recurso al que tiene derecho por estar previsto
en las leyes y porque le proporciona acceso a un Tribunal superior al que
le condenó, según ~uiere el mencionado arto 14.5 del Pacto Intemacia-.
nal de Derechos Civiles y Políticos. Y no es posible entender que se ha
producido aquí una resolución razonada de ,inadmisibilidad porque.
como se indicó entonces. sin interposición no hay recurso y sin recurso
no ha).' pronunciamiento posible ni siquiera sobre los requisitos de
admiSIbilidad (fundamento jurídico 5.°).

3. se dijo también en aqueUa Sentencia que el reculTCnte. como
también ha ocurrido ahora. se había quedado sin recurso porque se
quedó sin Abogado y el Fiscal no fundó el recurso en su beneficio. Y que
«en ningún caso cabe transformar un derecho fundamental que es
simultáneamente un elemento decisivo del proceso penal en un mero
requisito formal que pueda convertirse en obstáculo insalvable para
tener acceso a una garantía esencial como es la del recut"'S())), o, en ottas
palabras. que «la imposibilidad de ejercicio de un derecho fundamental,
el de defensa y asistencia de Letrado, no puede convertirse en causa
impeditiva para el ejercicio de otro derecho fUndamental, el de someter
su caso por vía de recurso a un Tribunal superior» (fundamento jurídico
6.°). Derecho a la defensa y asistencia de Letrado que, garantizado en el
arto 24.2 C.E. y en los arts. 6.3, el, del Convenio de Roma y 14.3, d), del
Pacto Internacional, constituye la base de la argumentación del presente
recurso de amparo.

Se recordó entonces la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos (TEDH) sobre el arto 6.3, e), del Convenio de Roma, el cual,
en su Sentencia de 13 de mayo de 1980 (caso Anico), declaró que el
mencionado precepto «consagra el derecho a defenderse de manera
adecuada personalmente o a través de Abogado. derecho reforzado por
la obligación del Estado de proveer en ciertos casos de asistencia judicial
gratuita», obligación que no se satisface por el simple nombramiento o
designación de un Abogado del tumo de oficio, por emplear la
tenninología propia de nuestro ordenamiento, pues el arto 6.3, e), como
subraya el TEDH, no habla de «nombramiento» sino de «asistencia»,
expresión por cierto idéntica a la de nuestro art. 24.2 C.E., de donde se
infiere que lo que el Convenio dispone es que el acusado tiene derecho
a gozar de una asistencia técnica efectiva, ya que si se interpretara el arto
6.3, e), de una manera formal y restrictiva «la asistencia judicial gratuita
tendría el riesgo de revelarse como una palabra vacía· en más de una
ocasióD.» (fundamento jurídico 6.°). Y concluía el Pleno que «este
Tribunal, cuya jurisprudencia ha estado siempre orientada por el
principio de que los textos constitucionales que reconocen derechos
fundamentales no contienen palabras vacías, sino garantías jurídicas
inviolables por los poderes públicos, ha de interpretar el derecho a la
defensa y asistencia letrada del arto 24.2 C.E. en el mismo sentido que
lo hizo el TEDH, en especial cuando tal derecho se enmarca en un
proceso penal» (ioidem).

4. De todo lo expuesto se deducía que la derogación del inciso final
del párrafo segundo del arto 876 por su contradicción con el arto 24.1 C.E.
se producia no tanto porque las garantías que establece fuesen contrarias
al mismo ni a ningún otro precepto constitucional, sino por insuficientes
en tanto que pueden abocar al condenado a ~na situación en que quede
sin defensa y, por ende, sin recurso. Tal derogación si8l'lifjca que .cel
legislador, dentro de su libertad de elección, pero dentro de los limites
consti tueionales, deberá completar el precepto de manera tal que el
condenado en la instancia no pueda verse privado del recurso de
casación por falta de defensa, y como tratándose de un recurso
eminentemente técnico como es la casación en España, no es pensa~le
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que el propio recunente asuma la autodefen... el legislador habrá de
reauIar Iaa dos formas de asistencia de Letrado de modo tal que, por un
lado, el derecho _lacional asumido por el Estado en el art. 876
~~ento deA~ de oficio) no desemboque en una simple

. ón sin asistenaa efectiva, y, por otro, de tal manera que la
1e&i11ma opción por la asistencia del tumo de oficio no imPIda a!
ciudadano recurrente acudir, en su caso, a un Ab98ado de su libre
desi¡naciÓD» (STC.37/1988, fundamento jutfdico 7."'.

Mientras tal re¡ulación no se diete, la Sala 5egunda del Tribunal
Supremo. cuando se produzca el triple supuesto de hecho previsto en el
p4rrafo _ndo del art. 876 l.f.Crim., deberá hacer uso de las
posibilidades que le brinda el ordenamiento, de modo que quien quiera
recunir y ser defendido no se vea privado de uno y otro derechos
fundamentales, <lCOmenzando por hacer algo que el art. 876 no le
impone ni le prohíbe. pero que viene exiaido como consecuencia lógica
de todo lo antedicho, a saber, comunicar al condenado en la instancia
las decisiones tomadas sucesivamente por cada Letrado y por el Fiscal
a fin de que el recunente ~ueda reacCIonar oportunamente» (ibidem).

5. Queda por determiDar el contenido del rano en el presente
teCUI'SO,teniendo en cuenta que el recurrente fonnula como petilum que
se le nombre un Abogado que quede obliaado a su defensa o bien que
se le permita defenderse por si mismo. No es posible, sin embargo,
acceder a lo solicitado. No seria posible~ar a un tercer Letrado que
quedase vinculado a su defensa, porque eUo chocaria con dificultades de
divena lodole. Dejando a!~n lo que pudiera siaDificar de coerción
soln el ~ercicio de una profesión liln como lo es lá abogacía y que es
subrayadO por el Fiscal, es evidente que seria discutible desde la propia
penpectiva de la eficacia de la defensa del condenado que la formula
ción de un recuno predominantemente técnico como la casación fuese
encomendada con carácter forzoso a un Letrado que lo creyera inviable.
Con mayor motivo ha de rechazarse la posibilidad de que en nuestro
fallo se ordene que el recurrente pueda hacerse cargo de su propia
defensa, solución que ni está prevista en la Ley procesal crimina! ni es
concebible que fuese de utilidad al¡una a! condenado en un recurso
como el de. casación.

Al actor se le ha dado ya una triple posibilidad de ser defendido
¡ratuitamente. que se ha frustrado en definitiva por entender ambos
-Letrados y el Fiscal que el recurso era inviable. Con ello se ha satisfecho
ya en grado. si no· óptimo. como se explicó con amplitud en la

16010 Sala Primera. Recurso de amparo núm. 57/87. Sentencia
núm. /07/88, de 8 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucíonal, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio L1orente,
don Luis Dfez·P¡cazo y ·Ponce de León, don Antonio Truyol Serra. don
Eugenio DIaz Eimil, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo seguido con el ndm. 57/87. a instancia de
don José Luis Navazo Gancedo, representado por el Procurador de los
Tribunales don José Luis Martín Jaureauibeitia. asistido de Letrado.
contra Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de
Madrid, de 3 de abril de 1984, diaada en causa procedente del Juzgado
de Instrucción núm. t 4 de Madrid por delito de injurias. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal.

Ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz Eimil, quien
expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Con fecha 14 de enero de 1987 tuvo entrada en este Tribunal
Constitucional la demanda de amparo interpuesta por don José Luis
Navazo Gancedo, representado por el Procurador don José Luis Martín
Jau.reauibeitia, contra la Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia
Provincia! de Madrid, de 3 de abril de 1984, y la de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, de 1 de diciembre de 1986, que declaró no haber
lugar al recurso de casación contra la anterior.

2. La Sentencia de la Audiencia Provincia! de Madrid de 3 de abril
de 1984 dispuso la condena del recurrente como autor de un delito de
injurias ....ves (arts. 457; 458, 4.°; 549; 463, 1; 467, m c.P.), a la pena
de un mes y un dia de arresto mayor, con sus accesorios legales y multa
de 20.000 pesetas.

De acuerdo con los hechos prohados, el día 8 da agosto de 1982 el
perfodico «Diario 16» informó, SiD firma, que el objetor de conciencia
José Luis Navazo Oancedo, condenado por la Audiencia Provincial de
Madrid por injurias al Ej~rcito. habia declarado que «tenía intención de
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reiteradamente citada STC 37/1988, si, a! menos, suficiente su derecho
a defenderse mediante asistencia letrada ....tuita que requiere tanto l.
ConstitucIón espaiota como los Tratados internacionales ya citados.
Queda, por tanto, darle opción a que, a la vista de la negativa de los
Letrados de oficio y del FIscal, encomIende su defensa a un Letrado de
su libre ,elección.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA
NACION ESPANOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el amparo solicitado por don Pascual Masa
Burgos y, en consecuencia:

1.0 Declarar la nulidad del Auto de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo que tuvo por desestimado el recurso de casación número
664/1985, formulado por el demandante de amparo.

2.° Reconocer su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.) Ysu derecho fundamental a la defensa y a la asistencia
de Letrado (art. 24.2 C.f.).

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente poste
rior a la devolución de los antecedentes por el Fiseal con la nota de
«Visto». para que se le notifiQ.l.lC al interesado la neptiva a defenderlo
expuesta por los Letrados designados de oficio y la negativa del Fiscal
a fundar el recurso en su beneficio. y se le proporcione la oponunidad
de nombrar libremente Abogado a su cargo.

4.0 Desestimar el recuno en ,todo 10 demás.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletln Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis
Diez-Picaza y Ponce de LeóD.-Antonio Truyo! Sem.-Euaenio Díaz
Eimil.-Miguel Rodtlguez.Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubri
cados.

''''lar todas las vias jutldicas hasta lograr la absolucióD». Asimismo,
dICC la Sentencia, el procesado habría 1"ustificado sus declaraciones
explicando que «pretendla definir el pape de los ejércitos a lo largo de
la historia; (y Que) no se refería a ningún ~ército en concreto» y
aseguraba no haber obrado con ánimo de ¡Iijuriar. El texto con las
declaraciones del ahora recurrente en amparo terminaba con las
siguientes expresiones: «es increíble que a mí me metan siete meses y
que castiguen con un mes de arresto a un capitán de ilustre apellido que
llamó cerdo al Rey. Esto me confirma una Idea que yo tenía arraigada:
hay una gran parte de los Jueces que son realmente incorruptibles; nada,
absolutamente nada. puede obligarles a hacer justicia». '

3. Contra esta Sentencia el demandante dedujo recurso de casación
que la Sala Segunda del Tribunal Supremo desestimó en su Sentencia de
I de diciembre de 1986.

El recurso tuvo un único motivo fundado en el arto 849, 1.0. L.E.Cr.,
en el que sostuvo la incorrecta aplicación de los arts. 457; 458. 4.°; 463,
1; 467, III C.P., alegando no sólo que las expresiones vertidas no serían
difamatorias per se y la ausencia de animus injuriandi, sino también el
ejercicio del derecbo conferido por el arto 20.1 a) C.E. En este sentido
CItó diversas Sentencias del Tribunal Constitucional que. en su opinión,
le darían la razón.

La Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, por su parte,
sostuvo que «el derecho de crítica o ius criticandi, fundado y bien
intencionado, de la actividad jurisdiccional de los Tribunales de Justicia,
así como de los demás organismos o corporaciones públicas, ejercitado
con la corrección y respeto debidos a la autoridad, dignidad que debe
circundar y circunda a tales órganos del Estado, no puede considerarse
delictivD. Sin embargo. agrep. la Sentencia, 4(••• esta libertad tiene sus
límites en el respeto a los derechos reconocidos a 105 demás ciudadanos
en el mismo Título (de la Constitución), en los preceptos de las leyes que
lo desarrollan y especialmente en el derecho al honor, a la intimidad y
a la propia imagen».

Estos puntos de vista, aplicados al caso concreto, demostrarian la
responsabilidad del recurrente. ya que (da crítica,no se desenvuelve en
la forma anteriormente ex~uesta, como lo hizo el procesado en sus
declaraciones al citado diana, en el (que) se hacen imputaciones a los
Jueces que rebasan notoriamente la crítica, como se pone de manifiesto
en la declaración de hechos probados de la Sentencia combatida, en
concreto en el párrafo último de eUos. al imputar o atribuir a la mayor
parte de los Jueces su finne propósito de no hacer justicia...».

4. La demanda de amparo estima que estas Sentencias han vulne
rado el derecho reconocido al recurrente en el ano 20.1 a) C.E., que le


